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Alfonso Sahuquillo López
TEMA 15-B: EL FEDERALISMO FISCAL. FINANCIACIÓN DE LAS HACIENDAS TERRITORIALES

Alfonso Sahuquillo López  ·  Tema 15B: Federalismo fiscal
Alfonso Sahuquillo López  ·  Tema 15B: Federalismo fiscal


 0. INTRODUCCIÓN
· La Economía Pública o Economía del Sector Público es la rama de la economía que estudia:

1. La intervención del Estado en la economía.

2. Los efectos de dicha intervención sobre el bienestar social.

3. Cómo se toman las decisiones de políticas públicas.

· En los países avanzados el régimen económico predominante es el de una economía mixta, por lo que el sector público es una parte fundamental del sistema económico en dos sentidos:

a. Cuantitativo: el gasto público ronda el 40% del PIB en los países de la OCDE.

b. Cualitativo: condiciona las decisiones de los agentes privados.

· El sector público interviene en la economía por 4 motivos:

4. Marco básico: para crear un marco básico en el que se desenvuelva la actividad económica (p.ej. garantía de los derechos de propiedad).

5. Eficiencia: para corregir fallos del mercado, que hacen que las asignaciones no sean Pareto-eficientes
.

6. Equidad: por juicios de valor sobre lo equitativo en las asignaciones de equilibrio
.

7. Estabilización: para estabilizar la actividad económica.

· No obstante, en la mayoría de los países del mundo, dichas funciones no son desempeñadas en exclusiva por el Gobierno central, sino que las competencias se reparten entre éste y otros niveles inferiores de gobierno (haciendas territoriales, que incluyen las haciendas locales y, en el caso de países como España o Alemania, las haciendas regionales).

· La Teoría del Federalismo Fiscal trata de analizar algunas de las cuestiones más relevantes en este ámbito:
¿Se justifica desde un punto de vista económico la descentralización de competencias?
¿Cuál es el tamaño óptimo de las áreas descentralizadas?

¿Cómo se financian las competencias descentralizadas?

· La Teoría del Federalismo Fiscal es de particular interés para un país como España, en el que las Administraciones Territoriales acaparan más de la mitad del gasto total (más incluso que muchos países de tradición federal). Por eso, trataremos de ilustrar esta exposición teórica con ejemplos del caso español.
· Esquema: 
	1. Justificación de la descentralización fiscal
1.1. Eficiencia
1.2. Equidad

1.3. Estabilización

2. Tamaño óptimo de las áreas descentralizadas (Buchanan, 1965)
3. Financiación de las haciendas territoriales bajo federalismo fiscal
3.1. Financiación mediante impuestos propios
3.2. Financiación mediante transferencias
3.3. Financiación mediante emisión de deuda



 1. JUSTIFICACIÓN DE LA DESCENTRALIZACIÓN FISCAL
· Como se señaló, el sector público interviene principalmente por cuestiones de eficiencia, equidad y estabilización.

· Por tanto, analicemos la descentralización fiscal desde la óptica de cada uno de estos objetivos del sector público.
 1.1. Eficiencia
· Problema del Gobierno central: información incompleta sobre las preferencias. El Gobierno central desconoce las preferencias individuales. En cambio, los niveles inferiores de Gobierno suelen estar más próximos a los individuos y, por tanto, conocen mejor las preferencias de los ciudadanos de su jurisdicción. En consecuencia, el Gobierno central tenderá a proveer un nivel uniforme de bienes públicos en todos los territorios, lo que puede resultar ineficiente si éstos tienen diferentes preferencias (por ejemplo, es más que probable que los habitantes de Andalucía tengan unas preferencias más intensas por el gasto público en agricultura que los habitantes de Madrid).
[image: image3.wmf]÷

ø

ö

ç

è

æ

-

-

-

+

=

N

G

P

N

CF

X

P

Y

N

G

X

U

L

G

X

l

)

,

,

(

Teorema de Oates (1972). Esto nos lleva a enunciar el Teorema de Oates, que sostiene que el nivel de bienestar alcanzado cuando cada jurisdicción escoge su nivel de consumo público de forma independiente será siempre igual o superior (y, casi siempre, superior) al que resultaría de un nivel uniforme de consumo.
Gráficamente, podemos ver la ineficiencia de un nivel uniforme de bienes públicos. La condición de Samuelson de provisión eficiente de bienes públicos establece que se deberá proveer un bien público hasta que la valoración social (i.e. suma de las utilidades marginales, ∑UMgi) iguale al coste marginal social (CMgS)
. Así, una provisión uniforme del bien público, G*, puede resultar ineficiente por exceso para el territorio A y por defecto para el territorio B.

· Solución: descentralización fiscal: si se permite que cada jurisdicción decida de manera autónoma sobre su nivel de bien público, se cumplirá la condición de Samuelson y se alcanzará una situación eficiente.
Problema: aún con descentralización fiscal, puede ocurrir que no se cumpla la condición de Samuelson si el Gobierno territorial no es capaz de agregar las preferencias de los individuos de su jurisdicción (es decir, obtener ∑UMgi). Esto puede ocurrir si hay problemas de revelación y de agregación de preferencias:
1. Problema de revelación de preferencias. Los individuos, sabedores de que sus preferencias reveladas determinarán la renta que el sector público les detraerá, pueden preferir revelar una utilidad menor y actuar como free-riders, por lo que se produciría infraproducción del bien público.
2. Problema de agregación de preferencias. Aun cuando los individuos estén dispuestos a revelar sus auténticas preferencias por el bien público, ¿cómo agrega el Gobierno territorial las preferencias de los distintos individuos para obtener ∑UMgi?
Una posible solución a los dos problemas anteriores sería permitir el voto, de manera que el nivel de bien/gasto público sea decidido por mayoría simple. El problema del sistema de mayoría simple es que no asegura el cumplimiento de la condición de eficiencia de Samuelson, pues el nivel de gasto público vendrá determinado por las preferencias del votante mediano
 
. Es decir, no se tendrán en cuenta las preferencias de individuos que, a pesar de no ser muy numerosos, tienen unas preferencias muy intensas sobre determinadas políticas que son vitales para ellos (p.ej. agricultores). 
Para evitar los problemas de relevación y agregación y, además, asegurar la eficiencia de la condición de Samuelson, la descentralización fiscal y la regla del voto deben ir acompañadas de la libre movilidad de individuos entre las jurisdicciones. Es lo que se conoce como voto con los pies (Tiebout, 1956).

· Sistema de voto con los pies.
Cada hacienda territorial decide su combinación de bienes públicos locales e impuestos de acuerdo a las preferencias de los ciudadanos de su jurisdicción, esto es, mediante voto con mayoría simple (i.e. elecciones). Pero ello supone que el bien se proveerá conforme a las preferencias del votante mediano, como advertíamos, no necesariamente eficiente. 
Si a la descentralización fiscal y al voto se añade movilidad entre jurisdicciones, los individuos descontentos con la política fiscal de su territorio se desplazarán a la jurisdicción que ofrezca una combinación fiscal más cercana a sus preferencias personales (i.e. votará “con los pies”).

Conforme se acentúan los movimientos de personas entre jurisdicciones, las preferencias dentro de cada jurisdicción se vuelven más similares, hasta el punto de que todos los votantes de una jurisdicción acaban siendo homogéneos y se convierten todos ellos en el mismo “votante mediano”. Por tanto, llegará un punto en que el nivel de bien/gasto público de cada jurisdicción será eficiente, pues, al venir determinado por el votante mediano y ser todos los ciudadanos de dicho territorio iguales al votante mediano, la asignación será eficiente.
· Así, habrá jurisdicciones que ofrezcan muchas ventajas en términos de bienes públicos locales a familias con hijos (parques, columpios, etc.), mientras que otras estarán muy centradas en las necesidades de la tercera edad (accesibilidad, servicios sociales, etc.).

Críticas:
1. Coste de movilidad. La movilidad entre jurisdicciones es costosa (p.ej. cambio de casa, mudanza, hacer nuevas amistades, etc.).
2. Congestión. La emigración en masa a una jurisdicción puede ser ineficiente si produce externalidades negativas (p.ej. congestión de los bienes públicos si son impuros –como las carreteras o los parques–).

3. Otros factores. La decisión de un individuo de vivir en una determinada jurisdicción no sólo se basa en sus preferencias sobre bienes públicos e impuestos, sino también en otras variables (incluso más determinantes) como la familia, las amistades, las costumbres, etc.

4. No evidencia empírica. El modelo, aunque sugerente, no se ajusta a la evidencia empírica.

· Conclusión: el federalismo fiscal conduce a ganancias de eficiencia asignativa.

No obstante, hay que recordar que la eficiencia no se manifiesta únicamente en su forma asignativa (i.e. distribución de recursos de la mejor manera posible), sino también en su vertiente productiva (i.e. menores costes de producción posibles): una excesiva descentralización de ciertos servicios públicos puede conducir a una pérdida de economías de escala que produzca pérdidas importantes de eficiencia productiva (p.ej. aeropuertos).
 1.2. Equidad
· Además de la eficiencia, otro de los objetivos de la intervención del sector público en la economía es promover la equidad.
· La descentralización fiscal, sin embargo, presenta ciertos problemas para promover una mayor equidad en forma de redistribución, pues:

1. En las haciendas territoriales cuyos individuos tengan, por lo general, una elevada renta, las preferencias de sus ciudadanos por la redistribución serán, en principio, menores, por lo que las políticas de equidad serán escasas. Esto hará que los individuos más pobres emigren a otras jurisdicciones donde las preferencias por la redistribución sean mayores, es decir, jurisdicciones generalmente más pobres, por lo que el coste de la redistribución se traslada a las jurisdicciones con menos recursos.
2. Al mismo tiempo, los individuos de elevada renta de las jurisdicciones más pobres se desplazarán a los territorios que menos gastan en redistribución, lo que a su vez disminuirá la capacidad redistributiva de las jurisdicciones más pobres.
· Resultado: el federalismo fiscal no promueve la equidad, por lo que es preferible que el Gobierno central conserve poderes fiscales para asegurar una redistribución entre territorios.
Problema: aunque es cierto que la redistribución ejecutada a nivel central es más efectiva que una descentralizada, también es cierto que el Gobierno central puede no ejercer dicha labor de manera correcta por tener incentivos perversos. En efecto, podría infravalorar a las regiones más despobladas y pobres, que son poco importantes en las elecciones, y priorizar el gasto en las regiones más pobladas y ricas.
 1.3. Estabilización
· El último de los objetivos de la intervención del sector público en la economía y que mencionábamos en la introducción era la estabilización del ciclo.
· Pues bien, también existen problemas para justificar el federalismo fiscal desde el punto de vista de la estabilización macroeconómica de un país, por 3 razones:
1. Las políticas fiscales regionales pueden tener un tono diferente a la política fiscal estatal, lo que dificultaría la labor estabilizadora del Gobierno central.

2. La efectividad de la política fiscal depende en gran medida de su interacción con la política monetaria, y ésta reside en los Gobiernos nacionales (y a veces, incluso, ni eso      –p.ej. euro–).

3. La política fiscal regional estabilizadora no suele ser demasiado efectiva en la medida en que los efectos desbordamiento suelen ser más intensos entre regiones de un mismo país que entre países, pues las regiones están más integradas económicamente.

· Resultado: el federalismo fiscal no facilita la tarea estabilizadora de la política económica, por lo que es preferible que el Gobierno central conserve poderes fiscales para asegurar un correcto control del ciclo.

· Aplicación en España. Hemos visto que el federalismo fiscal se justifica por motivos de eficiencia, pero no por motivos de equidad ni de estabilización. De ahí que los países descentralizados hayan tratado de buscar un equilibrio en el respeto de estos principios.

En España, por ejemplo, se ha desarrollado un sistema fiscal fuertemente descentralizado para asegurar la eficiencia, es decir, que las decisiones políticas se corresponden con las preferencias de los ciudadanos de cada territorio (p.ej. la mayor descentralización se ha producido en los bienes públicos más sensibles para los ciudadanos, como son sanidad, educación y servicios sociales). Pero, al mismo tiempo, se han articulado fondos para asegurar la equidad entre los distintos territorios (p.ej. Fondo de Compensación Interterritorial, Fondo de Garantía, Fondos de Convergencia) y se han conservado las potestades fiscales más importantes para garantizarse poderes estabilizadores del ciclo (p.ej. el Estado conserva la potestad legislativa sobre los impuestos más importantes          –IRPF, IVA e IS–, habiéndose desprendido únicamente de tributos con escasa capacidad recaudadora –Impuesto sobre el Patrimonio, sobre Sucesiones y Donaciones, sobre el Juego, etc.–).
 2. TAMAÑO ÓPTIMO DE LAS ÁREAS DESCENTRALIZADAS (BUCHANAN, 1965)
· Hasta ahora hemos justificado por qué es beneficiosa la descentralización fiscal. Ahora vamos a ver cuál es tamaño óptimo de las áreas descentralizadas.

· Buchanan desarrolló en 1965 una teoría, la “Teoría de los Clubes”, que trata de dar respuesta a esta cuestión.

· Hipótesis:
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Jurisdicción = club. Buchanan señala que una jurisdicción se puede asimilar a un club: se trata de un grupo de individuos que se unen para lograr la provisión de un bien público común.
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Mismas preferencias.

3. Misma renta. 
· Desarrollo teórico.
[image: image6.wmf]La idea básica es que al ampliar el tamaño de la jurisdicción (i.e. al ampliar el ámbito de aplicación de un bien o servicio público a un individuo más), se producen 2 efectos contrapuestos para los beneficiarios:

a. (+) Beneficio marginal. La financiación del bien se reparte entre más individuos, por lo que el coste de financiación per cápita (i.e. lo que paga cada beneficiario) es menor
.

b. (–) Coste marginal. El uso del bien se amplía a más individuos, por lo que pueden surgir problemas de congestión del bien público (i.e. lo que disfruta cada beneficiario es menor).

El ámbito óptimo de aplicación (i.e. número de individuos, o nivel de descentralización) será aquel en el que el BMg se iguale al CMg:
· Desarrollo analítico.

Supongamos que la función de utilidad del agente representativo depende del consumo del bien privado, X, del consumo del bien público, G, y del número de individuos del club, N (i.e. del tamaño de la jurisdicción).
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· Donde t es el impuesto de suma fija a pagar por cada beneficiario del bien o servicio público, CF son los costes fijos de provisión, y PG es el coste variable de cada unidad de bien público.

Resolviendo el problema
, obtenemos que el tamaño de la región descentralizada (N) será mayor cuanto:

· Mayor sea la demanda del bien o servicio público, u’G.

· Menor sea la congestión que produce un consumidor adicional, u’N.

· Mayor sea el coste fijo de proveer el bien, CF.

· Aplicación práctica.
El objetivo del modelo anterior es determinar un “club” o jurisdicción de individuos con las mismas preferencias sobre un bien o servicio público. Es decir, que habría tantos clubs/jurisdicciones como preferencias para cada bien público. Esto implica que un mismo individuo podría estar sujeto a diferentes jurisdicciones para cada bien público (p.ej. un individuo pertenecería a un club para la prestación del servicio de bomberos y a otro diferente para el servicio de recogida de basuras).

Por tanto, resulta obvio que la descentralización que es óptima en teoría resulta inviable en la práctica, porque los meros costes de gestión y coordinación de dicho sistema serían sin duda superiores a las ganancias de eficiencia.

Por tanto, la teoría de la descentralización óptima debe entenderse no como una teoría a aplicar a rajatabla, sino como una teoría que guíe la acción política.

 3. FINANCIACIÓN DE LAS HACIENDAS TERRITORIALES BAJO FEDERALISMO FISCAL
· Ya hemos visto la justificación de la descentralización fiscal y el tamaño óptimo que deben adoptar las haciendas territoriales para proveer bienes y servicios públicos. Ahora vamos a ver las diferentes formas en que dichas haciendas territoriales pueden financiar los bienes públicos.
· Existen diferentes opciones (que pueden coexistir, como en el caso de España):

1. Impuestos propios.

2. Transferencias de niveles superiores de gobierno.

3. Emisión de deuda.

· Analicemos en detalle las diferentes formas de financiación.

 3.1. Financiación mediante impuestos propios
· Objetivo: la financiación de las haciendas territoriales a través de tributos propios tiene como objetivo principal la corresponsabilidad fiscal, esto es, que las haciendas financien una parte sustantiva de su gasto mediante impuestos propios y visibles para los contribuyentes, pues así:

1. Los Gobiernos territoriales se vuelven más responsables en sus decisiones de gasto, tratando de ajustarlo a sus ingresos, claramente definidos.

2. Los ciudadanos de dicho territorio perciben el verdadero coste de los bienes y servicios públicos que reciben, pues están financiados íntegramente con sus impuestos.

3. Se rebajan las tensiones entre el Gobierno central y el territorial sobre las transferencias necesarias, pues con tributos propios las haciendas disponen en teoría de herramientas para cubrir sus gastos.
· Tipos. La financiación mediante “tributos propios” puede adoptar diferentes formas (de más a menos margen de actuación por parte de las haciendas territoriales):
a. Impuestos propios en sentido estricto, que son aquellos diseñados y gestionados (i.e. liquidación, recaudación, e inspección) por las haciendas territoriales.

· En el caso español, se trata básicamente de impuestos relacionados con el medioambiente.

b. Impuestos cedidos, que son aquellos creados por el Estado, pero en los que el diseño y la gestión se cede a las haciendas territoriales.

· En el caso español, se trata básicamente de impuestos sobre la riqueza (Patrimonio, Sucesiones y Donaciones, etc.).

c. Impuestos compartidos, que son aquellos en los que el Estado diseña los elementos básicos del impuesto y los gestiona, pero deja cierta discrecionalidad de diseño a las haciendas territoriales. 
· En el caso español, se trata del IRPF, para el que se prevé una tarifa autonómica que asciende al 50% de los residentes en la CCAA.

d. Impuestos participados, que son aquellos diseñados y gestionados por el Estado, pero en los que éste transfiere parte de la recaudación a las haciendas territoriales.
· En el caso español, se trata sobre todo de impuestos indirectos armonizados a nivel europeo (IVA, impuestos especiales, etc.).

· Competencia fiscal. Otorgar autonomía a las haciendas territoriales en el diseño de los impuestos permite cumplir mejor con el principio de corresponsabilidad fiscal, pero puede producir efectos no deseados: las haciendas territoriales pueden acabar incurriendo en una carrera a la baja de impuestos para atraer recursos, lo cual acabará siendo ineficiente porque, si todas hacen lo mismo, la base imponible para cada hacienda será la misma pero la recaudación disminuirá al bajar los tipos. Se trata de una situación del dilema del prisionero.
De ahí que los impuestos que en mayor o menor medida se suelen descentralizar sean aquellos que gravan actividades poco móviles: fallecimiento (Sucesiones), patrimonio, bienes inmuebles (IBI), rendimientos del trabajo (IRPF), consumo (IVA), etc., mientras que se ha mantenido la competencia estatal plena sobre otros impuestos que gravan actividades más móviles (p.ej. impuesto de sociedades).

 3.2. Financiación mediante transferencias
· Definición: se trata de la transmisión unilateral (i.e. sin contrapartida) de recursos, generalmente de un cierto nivel de gobierno superior a otro inferior.
· Ventaja: funciona como un mecanismo de equidad y redistribución.
· Desventajas:

1. No contribuye a la corresponsabilidad fiscal, por lo que puede darse un gasto público excesivo, esto es, financiado por ciudadanos ajenos a dicho territorio (i.e. restricción presupuestaria blanda).

2. Puede crear tensiones entre las haciendas territoriales y el Estado. 

· Tipos. Las transferencias que realiza el Gobierno a las haciendas territoriales pueden ser de 3 tipos:

a. Transferencias incondicionales, que son aquellas que se conceden sin condiciones sobre su destino (p.ej. el Gobierno central transfiere 1.000 M€ al territorio, y éste es libre para decidir su destino).
b. Transferencias condicionales no compensatorias, que son aquellas que se conceden condicionadas a un uso particular, pero cuya cuantía no depende del nivel de gasto de la hacienda territorial en dicho concepto (p.ej. el Gobierno central transfiere 1.000 M€ al territorio para que éste lo dedique a infraestructuras).
c. Transferencias condicionales compensatorias (confinanciación), que son aquellas que se conceden condicionadas a un uso particular, y, además, su cuantía depende del nivel de gasto de la hacienda territorial en dicho concepto (p.ej. el Gobierno central cofinancia el 50% el gasto en infraestructuras de un territorio).
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Transferencias incondicionales. Gráficamente, se produce un desplazamiento paralelo hacia afuera de la restricción presupuestaria de la hacienda territorial.
Sólo hay efecto renta, pues la transferencia no afecta a los precios relativos PG/PX.
Si tanto el bien privado como el bien público son bienes normales, se consumirá más de ambos bienes. 

· Con la transferencia a la hacienda territorial, el consumo privado aumenta porque, con los recursos adicionales de la transferencia, la hacienda puede aumentar las transferencias a los hogares o disminuir los impuestos en esa misma cuantía.
El aumento del gasto público será inferior a la transferencia
.
b. Transferencias condicionales no compensatorias. Gráficamente, se produce de nuevo un desplazamiento paralelo hacia afuera de la restricción presupuestaria de la hacienda territorial, con la diferencia de que ahora la nueva restricción se define por tramos: no son alcanzables aquellos puntos en los que el nuevo gasto público sea inferior a la transferencia, ya que ésta se concede para dedicarse en su integridad a dicho fin.
La condicionalidad no siempre opera:
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La condicionalidad no opera. Si, tras la transferencia condicional, el nuevo equilibrio es E1, entonces la condicionalidad no operará completamente: sólo una parte de, por ejemplo, los 1.000 M€ de transferencia irá a gasto público (infraestructuras); el resto se traducirá en menos impuestos que aumentarán el consumo privado del territorio. Esto se debe a que el territorio ya tenía pensado inicialmente gastar una alta cantidad en infraestructuras (por ejemplo, 800 M€), de manera que como el nuevo gasto óptimo en infraestructuras es, digamos, 1.200 M€, gastará 400 M€ más en infraestructuras y los restantes 600 M€ de transferencias los dedicará a bajar impuestos. Y como de cara al Gobierno central gasta, al menos, 1.000 M€ en infraestructuras, cumple con la condicionalidad. 
· La condicionalidad sí opera. Si, tras la transferencia condicional, el nuevo equilibrio es E2, entonces la condicionalidad sí operará: el nuevo gasto óptimo en infraestructuras es 900 M€, pero el Gobierno central le exige gastar, al menos, 1.000 M€, por lo que el territorio tiene que acabar situándose en E2’ (asociado a un menor nivel de utilidad).
c. [image: image9.wmf]¾

®

¾

+

=

-

¾

®

¾

=

+

-

¾

®

¾

=

¾

®

¾

=

G

P

CF

P

N

u

u

P

G

P

CF

N

u

u

N

P

u

N

P

P

P

u

N

G

G

N

G

G

G

N

G

G

G

X

G

X

G

'

'

'

'

'

'

2

l

l

Transferencias condicionales compensatorias (cofinanciación). Gráficamente, se produce una disminución de la pendiente en valor absoluto, pues la cofinanciación del bien público por parte del Gobierno central disminuye el precio relativo que tiene que afrontar la hacienda territorial.
Nótese que ahora, además de efecto renta, también se da efecto sustitución positivo al abaratarse el bien público. Por lo tanto, el aumento del gasto público de la hacienda territorial va a ser mayor con cofinanciación que con los tipos de transferencias antes vistos (en los que sólo se daba efecto renta).

Gráficamente, si el Gobierno central cofinancia al 50% el gasto en infraestructura de la hacienda territorial, la restricción presupuestaria de ésta pivotará sobre el eje de ordenadas hasta conseguir una pendiente de 0,5PG/PX.

· Conclusiones de la financiación territorial mediante transferencias.
1. Si el Gobierno central quiere estimular el gasto público territorial, lo aconsejable es una transferencia condicional compensatoria (esto es, la cofinanciación).

2. Si el Gobierno central quiere maximizar el bienestar territorial, lo aconsejable es una transferencia incondicional.

· Sistema español. El sistema español de financiación autonómica se basa, además de en los impuestos propios que veíamos anteriormente, en transferencias del Estado (que se nutren, a su vez, de parte de la recaudación de los “impuestos propios” de las CCAA). Dichas transferencias se articulan a través de fondos. El más importante de ellos es el “Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales”, que busca la equidad, es decir, que todas las Comunidades puedan ofrecer un nivel similar en la prestación de los servicios públicos fundamentales: sanidad, educación y servicios sociales. Sin embargo, se trata de un fondo que no condiciona sus transferencias al gasto en dichos bienes públicos. Es decir, se trata de transferencias no condicionales, por lo que, conforme al análisis teórico visto antes, podemos decir que, en el fondo, el sistema español busca maximizar el bienestar territorial más que estimular el gasto público. 
· Precisiones. Resulta necesario hacer 2 precisiones con respecto al análisis anterior de los efectos en el gasto público de la financiación vía transferencias.

1. Bien público inferior. Los análisis anteriores se basaban en dos bienes, el privado y el público, que eran normales, de manera que cuando aumentaba la renta de los individuos, aumentaba el consumo de los bienes. Sin embargo, merece la pena plantearse la posibilidad de un bien o servicio público que pueda ser considerado inferior por algunos ciudadanos, esto es, que a medida que aumente la renta, disminuya el consumo del bien público.

· Pensar en un bien público inferior no es un mero ejercicio teórico sin ninguna aplicabilidad práctica. Algunos ciudadanos pueden considerar la sanidad y la educación públicas como bienes públicos inferiores: cuando no disponen de renta suficiente, acuden a los hospitales públicos y envían a sus hijos a colegios públicos. Pero cuando su renta aumenta lo suficiente, abandonan la sanidad y educación públicas y comienzan a utilizar la sanidad privada (para ahorrarse las esperas) y la educación privada (para proporcionar a sus hijos mayores oportunidades), por lo que la demanda del bien público se reduce con la renta.
· Pues bien, en el caso de bienes públicos inferiores, una transferencia del Gobierno central a las haciendas territoriales podría disminuir el consumo de bien público (disminuirá seguro en el caso de una transferencia incondicional –efecto renta negativo–, y podría disminuir en el caso de cofinanciación –efecto renta negativo pero efecto sustitución positivo–).

· Implicaciones de política económica. Por lo tanto, a la hora de diseñar sus objetivos de gasto público, el Gobierno central no sólo debe analizar el tipo de transferencia que hará, sino también la naturaleza del bien público cuyo consumo quiere estimular.

2. Efecto pegamento. Hemos visto cómo una transferencia incondicional del Gobierno central a la hacienda territorial equivalía a una transferencia directa del Gobierno central a los ciudadanos de la jurisdicción (pues con ella, la hacienda territorial puede alcanzar sus mismos objetivos de gasto pero con menos impuestos).
· Ahora bien, en la práctica, se observa que esto no es así: el consumo del bien público aumenta más de lo que aumentaría si la transferencia fuese a parar directamente al bolsillo de los ciudadanos de la jurisdicción. 

· Ello se debe a que el dinero, al pasar por la hacienda territorial, se queda “pegado”, pues los burócratas (que son los que deciden sobre su destino) suelen tener una mayor preferencia por el gasto público que los ciudadanos (p.ej. Teoría de Niskanen, que defiende que los burócratas buscan aumentar su presupuesto). Es lo que se conoce como “efecto pegamento”.

· Implicaciones de política económica. Por lo tanto, a la hora de diseñar sus objetivos de gasto público, el Gobierno central debe considerar la posibilidad de que una transferencia incondicional a las haciendas territoriales no sea equivalente a una transferencia de recursos al sector privado, por lo que, si su objetivo es maximizar el bienestar de los ciudadanos de esa jurisdicción, podría ser conveniente transferir dichos recursos directamente a los ciudadanos (aunque en la práctica, es muy difícil para el Gobierno central articular transferencias directas a los ciudadanos de un determinado territorio –p.ej., una bajada de impuestos afecta a todos los territorios–).
· Este “efecto pegamento” ha sido considerado por el Gobierno español a la hora de diseñar algunos fondos de apoyo a la financiación autonómica. Así, por ejemplo, el Fondo de Pago a Proveedores puesto en marcha por el Gobierno central en 2012, que tiene como objetivo liquidar las deudas comerciales de las AATT. Para ello, el Gobierno central paga directamente a la empresa a la que adeuda la hacienda territorial, por lo que se asegura que los 20.000 M€ movilizados para este fin llegan en su integridad al tejido empresarial.
 3.3. Financiación mediante emisión de deuda
· El Gobierno central también puede permitir que las haciendas territoriales emitan deuda para financiarse.
· No obstante, la emisión de deuda por parte de las haciendas territoriales presenta 2 problemas:

1. Erosión de la función estabilizadora del Gobierno central, pues la deuda pública no es sólo un medio de financiación, sino también un elemento fundamental de la macroeconomía por sus efectos sobre el tipo de interés, la demanda agregada, etc.
· En España hemos visto cómo la deuda autonómica ha sido un determinante fundamental del déficit del país.

2. Riesgo moral y free-rider. Las haciendas territoriales llevarán a cabo política fiscales expansivas financiadas con deuda, pues existe un problema de riesgo moral y de free-rider: la hacienda territorial tendrá incentivos para llevar a cabo políticas fiscales expansivas, pues se beneficiará del aumento de la demanda agregada de dicha política, pero sin tener que hacer frente a los costes asociados a ésta.
· En efecto, las regiones saben que la insostenibilidad de su política fiscal no se va a traducir directamente en un aumento del riesgo región, ya que con la unión monetaria que representa el país el riesgo región de cada jurisdicción se difumina en el riesgo moneda, común para todo el país (es decir, se considera que los bonos regionales, emitidos en la moneda común, son perfectamente sustitutivos). Además, aun cuando eventualmente los mercados de deuda se fragmentasen y aumentara la prima de riesgo de la región, la hacienda territorial podría tener la esperanza de recibir ayuda financiera del Gobierno central ante el miedo de éste a que: i) se produzca un contagio y se extienda el pánico financiero al resto del país; y ii) los gobiernos regionales culpen al Gobierno central de forma creíble al no disponer las haciendas territoriales de una capacidad tributaria propia plena.
· Esto es precisamente lo que ha ocurrido en España: muchas CCAA y ayuntamientos se endeudaron en exceso aprovechándose del bajo riesgo país de España. Y cuando los mercados de deuda se fragmentaron y las primas de riesgo de algunas CCAA y Ayuntamientos aumentaron, se produjo un “rescate” encubierto del Estado a través del Fondo de Liquidez Autonómica (planteándose incluso la posibilidad de quitas), sentando un precedente que puede acentuar en el futuro los problemas de riesgo moral. 
· Soluciones:

1. Limitar el endeudamiento de las haciendas territoriales (como se ha hecho en España a través de la LO 2/2012 de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad financiera, cuyo art. 13 prohíbe a las CCAA endeudarse por encima del 13% de su PIB).

2. Emisión de deuda territorial sujeta a autorización estatal (art. 135 CE).

3. Compromiso de no rescate de las haciendas territoriales por parte del Estado.
 CONCLUSIONES
· La Teoría del Federalismo Fiscal que hemos visto en este tema permite comprender las ventajas y los riesgos de la descentralización de la política fiscal.
· Hemos visto cómo el sistema español de descentralización fiscal se ha diseñado, en general, atendiendo a los postulados de la Teoría del Federalismo Fiscal.

· En cualquier caso, hay que tener en cuenta que, en la práctica, los procesos de descentralización fiscal responden no sólo a consideraciones de la teoría económica, sino también a factores históricos, políticos, culturales, etc.

· Por otro lado, es necesario destacar que en España se está produciendo un doble proceso que limita la autonomía del Gobierno central en materia fiscal:

1. Transferencias a las AATT. En las dos últimas décadas, se ha producido un intenso proceso de descentralización fiscal en España en favor, sobre todo, de las CCAA, tanto en la dimensión de los gastos como en la de los ingresos (como decíamos, en España las AATT acaparan más de la mitad del gasto total del país).
2. Transferencias a la UE. Al mismo tiempo, se está produciendo una pérdida de la soberanía fiscal del Estado español en favor de la UE, que ha articulado mecanismos muy estrictos de supervisión y control de la política presupuestaria española (Pacto de Estabilidad y Crecimiento reforzado, Semestre Europeo, etc.).

Esta pérdida de autonomía fiscal tanto hacia abajo como hacia arriba, sumada a la pérdida de la política monetaria al ser diseñada ésta por el BCE, puede complicar al Gobierno español su tarea de estabilización cíclica de la economía.
En estas circunstancias, el bien público puede financiarse mediante un impuesto de suma fija, dado que éste será eficiente y equitativo.








� Esto está relacionado con el Primer Teorema Fundamental del Bienestar: si un mercado funciona de forma competitiva y no presenta ningún tipo de imperfección, la asignación de mercado de dicho equilibrio será Pareto eficiente.


� Esto está relacionado con el Segundo Teorema Fundamental del Bienestar: cualquier asignación eficiente en el sentido de Pareto puede alcanzarse como un equilibrio competitivo a través de redistribución previa de las dotaciones iniciales. 


� Nótese que estamos planteando la condición de Samuelson como ∑UMgi = CMgS porque lo vamos a ilustrar en un contexto de equilibrio parcial (como hace Bowen).


Formulada en un contexto de equilibrio general, la condición de Samuelson sería ∑RMSiG,X = RMTG,X (es decir, las valoraciones del bien público G en términos del bien privado X).


� Ello suponiendo que las preferencias de los votantes sean unimodales, es decir, que a medida que un individuo se aleja de su opción preferida, estará estar siempre peor, de manera que las preferencias se modulen y no salten de extremo a extremo. Así, por ejemplo, si describimos las preferencias de un individuo sobre sanidad pública, parece lógico que si su opción preferida es mucho gasto público, su siguiente opción preferida sea gasto público medio, y su última opción sea gasto público nulo.  


� Además del voto con los pies que veremos después, otra posible solución a la ineficiencia del voto por mayoría simple es introducir la intensidad de las preferencias (es decir, eliminar el axioma conocido como independencia de las alternativas irrelevantes) a través del log-rolling o del voto ponderado (aunque esto causa otros problemas –ver tema 2-B–).


� Suponemos que la provisión del bien público está sujeta a fuertes costes fijos, por lo que un aumento de los usuarios aumenta los costes variables pero disminuye los costes unitarios (i.e. disminuye el pago que cada beneficiario tiene que hacer para financiarlo). 


� El impuesto de suma fija será:





� EMBED Equation.3  ���


El lagrangiano y las CPO son:





� EMBED Equation.3  ���





� EMBED Equation.3  ���





De las dos primeras CPO obtenemos la condición de Samuelson de provisión eficiente de un bien público:


� EMBED Equation.3  ���� EMBED Equation.3  ���





� EMBED Equation.3  ���





Sustituyendo las tres CPO en la condición de Samuelson, obtenemos el ámbito de aplicación óptimo del bien público (i.e. el tamaño óptimo de cada jurisdicción):


� EMBED Equation.3  ���


� EMBED Equation.3  ���


� EMBED Equation.3  ���


Donde u’G >0 y u’N <0.





� No obstante, existen 2 casos en los que la transferencia se traduce íntegramente en gasto público:


Bien privado neutro (gráfico izquierdo). Si el bien privado es neutro (por contraposición a “bien” y “mal”), entonces los individuos no lo valoren nada, y la curva de indiferencia será vertical. El equilibrio será una solución de esquina.


Bien privado independiente de la renta (gráfico derecho). Si el bien privado es independiente de la renta (por contraposición a “bien normal” y “bien inferior”), entonces la demanda de dicho bien no depende de su renta.
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